
Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la oficina 
de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad _con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1059, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa núme­
ro 54/1982, de W de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muohos años.
Madrid, 24 de febrero de 1004 — P. D , el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Aire

(JEMA).

9476 ORDEN 111/00154/1984, de 24 de febrero, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 9 de 
junio de 1983, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Pedro Avila Montero, 
Brigada de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Pedro 
Avila Montero, Brigada de Infantería, quien postula por si mis­
mo, y de otra, como demandada, la Administración Pública, re­
presentada y defendida por el Abogado del Estado, contra re­
solución del Ministerio de Defensa de 9 de octubre de 1081, 
se ha dictado sentencia con fecha 9 de junio de 1983, cuya parte 
dispositiva, es como sigue:

«Fallamos:. Desestimamos el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Pedro Avila Montero, en su propio 
nombre y derecho, contra resolución del Ministerio de Defensa 
de 9 de octubre de H901, dictada en el expediente administra­
tivo a que se refiere estas actuaciones, resolución que decla­
ramos conforme a derecho y no hacemos expresa imposición 
de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la ofici­
na de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley re­
guladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de 
diciembre de 1959, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1992, de 19 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 24 de febrero de 1084.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarás.
Excmo Sr Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

9477 ORDEN 111/00155/1984, de 24 de febrero, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 30 
de junio de 1983, en el recurso contencíoso-admi- 
nistrativo Interpuesto por don Juan Vallés Cuñat, 
Brigada de Músicas Militares.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administativo seguido 
en única instancia, ante-la Sección Tercera de la Audiencia Na­
cional. entre nartee, de una, como demandante, don Juan Va­
llés Cuñat, quien postula por si mismo y de otra, como de­
mandada, la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra resolución del Ministerio 
de Defensa de 3 de diciembre de 1981, se ha dictado sentencia 
con fecha 30 de junio de 1083, cuya parte dispositiva es como sigue.-

«Fallamos: Desestimamos el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Juan Vallés Cuñat, en su propio nom­
bre y derecho, contra resolución del Ministerio de Defensa de 3 
de diciembre de 1091 dictada en el expediente administrativo 
a que se refieren estas actuaciones, resolución que declara­
mos conforme a derecho y no hacemos expresa imposición de c 06 les.

Asi por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la ofici­
na de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa de 27 
do diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3° de la Orden del Ministerio de Defensa número

54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V, E. muohos años.
Madrid, 24 de febrero de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

9478 ORDEN 111/00203/1984, de 24 de febrero, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 18 de noviembre 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo In­
terpuesto por don Juan Rodríguez Domínguez, Sar­
gento de Artillería.

Excmo Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Juan Rodríguez Do­
mínguez, quien postula por sí mismo, y de otra, como demanda­
da, la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra las resoluciones del Consejo Su­
premo de Justicia Militar, de 21 de junio de 1979 y. de 28 de agos­
to de 1980. se ha dictado sentencia con fecha 18 de noviembre 
de 1983, cuya parte dispositiva 66 como sigue;

«Fallamos: Que rechazando la inadmisibilidad propuesta por 
la Administración, y aceptando su allanamiento, estimamos el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto por don Juan Ro­
dríguez Domínguez contra las resoluciones de la Sala de Go­
bierno del Consejo Supremo de Justicia Militar de 21 de junio 
de 1979 y de 28 de agosto de 1980 que anulamos en cuanto fijan el 
haber de retiro del recurrente en cuantía inferior al 90 por 100 
del regulador, debiendo señalarla en ese porcentaje, y mante­
niendo los demás pronunciamientos de las resoluciones recurri­
das; sin imposición de las costas causadas en este proceso.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial dei Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva", definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3,u de la Orden del Ministerio de Defensa número 54/ 
1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 24 de febrero de 1984.—P. D. el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallares.
Excmo. Sr. Tenienle General Presidente del Consejo Supremo de

Justicia Militar.

9479 ORDEN 111/00616 1984, de 26 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de 
la Audiencia Nacional, dictada con fecha 20 de 
diciembre de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Antonio Ortega En- 
riquez, ex-Cabo de Ingenieros.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, enlre partes, de una como demandante, don Antonio 
Ortega Enriquez, quien postula por sí mismo, y de otra como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 24 de marzo y 15 de junio de 1981, se ha 
dictado sentencia con fecha 20 de diciembre de 1983 cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Declaramos no haber lugar a las causas de inad­
misibilidad planteadas por el señor Abogado del Estado, y 
estimamos el recurso contencioso-administrativo interpuesto 
por don Antonio Ortega Enriquez, en su propio nombre y 
derecho, contra las resoluciones del Ministerio de Defensa 
de 24 de marzo y 15 de junio de 1981, dictadas en el expediente 
administrativo a que se refieren estas actuaciones, resoluciones 
que anulamos por no ser conforme a derecho, y declaramos el 
derecho del recurrente a que se le apliquen los beneficios deri­
vados del Real Decreto-ley 8 1978, y no hacemos expresa Impo­
sición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual seré 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la ofi­
cina de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa Je 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me con 
l'iere el artículo 3.” de )a Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54 1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.»

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años
Madrid a 26 de marzo do 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejército.


